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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Víctor Semproni. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo Mazzoni y Nelson Rodríguez Servetto. 


ASISTEN: Señores Prosecretarios de la Cámara de Representantes, Tabaré Hackenbruch y doctor 
Ernesto Lorenzo. 


INVITADOS: — Señores Representantes Gerardo Amarilla y Jaime Mario Trobo. 


SEÑORA PRESIDENTE (Semproni).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En función del proyecto presentado por los señores Diputados Trobo y Amarilla sobre este tema de largo 
debate a nivel parlamentario, la Comisión entendió que era conveniente que vinieran y expusieran sus 
visiones a efectos de poder recoger los elementos que puedan ser más ilustrativos para el posterior manejo 
por parte de la Comisión y de la Cámara, si correspondiera. 


Con mucho gusto los invitamos a que nos planteen el informe que entiendan conveniente. 
SEÑOR TROBO.- Muchas gracias por la invitación. 


Voy a realizar un breve comentario histórico respecto a este tema. El señor Diputado Amarilla podrá hacer 
referencia a los aspectos técnicos con mayor profundidad. 


Es obvio señalar la necesidad de que la Cámara tome una determinación sobre los procedimientos a seguir en 
el momento de asumir la banca por parte de los señores Representantes, en total acuerdo con lo que establece 
la Constitución de la República. Cuando digo es obvio, también digo que no hay una norma interna que 
establezca la forma en la que la Administración de la Cámara de Representantes debe proceder a extender los 
mandatos de los señores Representantes, en la medida en que hay un condicionamiento que establece la 
Constitución cuya comprobación tiene dificultades para realizar. Digo esto, porque nosotros conocemos 
infinidad de situaciones de Representantes que asumen su banca luego de haber renunciado a alguna de las 


condiciones de relación laboral que, a nuestro juicio, prohibe la Constitución que sean compartidas con la 
condición de legislador. 


Deben existir cientos de legisladores electos en las últimas seis Legislaturas que para asumir su condición de 
Representantes renunciaron al ejercicio de la función pública. Conocemos casos con nombre y apellido, 

cercanos y lejanos, en cada una de las sucesivas Legislaturas. Podría referirme a los de esta Legislatura, en la 
cual varios de los actuales integrantes de la Cámara debieron renunciar a su relación funcional con el Estado. 


Asimismo, me consta que, a través de la Administración, se exigió a funcionarios de la Cámara que 
renunciaran para asumir la calidad de Representantes. Hay un caso muy notorio, que no voy a mencionar con 
nombre y apellido, que todos conocimos al principio de esta Legislatura. Se trató de un funcionario de la 
Cámara que fuera electo Representante y la Secretaría de la Cámara le exigió que presentara la renuncia para 
asumir su condición de legislador. 


En ese caso, la Administración tenía la capacidad, el peso o las condiciones para exigirle a un funcionario que 
renunciara, lo que no ocurre con otros que no son funcionarios de la Cámara. Nos consta que personas que 
tenían relación de dependencia con el Estado no eran funcionarios de la Cámara renunciaron voluntariamente 
a la función pública para asumir su banca porque entendían que no se puede ser empleado público y 
Representante Nacional. 


El propósito de esta norma por ello está presentada como proyecto de resolución no es interpretar la 
Constitución, sino establecer una condición que debe ser cumplida por la Administración. En el momento en 
que un Representante Nacional debe asumir su banca, la Administración tiene que exigir determinadas 
condiciones que den las garantías de que esa persona no está vinculada a la función pública. 


Por lo tanto, creemos que este tema, que puede resolverse de acuerdo con el criterio que aplique la 
Administración o la Secretaría, ya que no existe un mandato establecido, hay que aclararlo para beneficio de 
todos, ya sea de quienes han renunciado a su condición de funcionario público para integrar la Cámara, como 
de los que en el futuro deban asumir la responsabilidad. Mientras la Constitución no establezca otra cosa, 
debemos atenernos a lo que expresa literalmente. A nuestro juicio, es absolutamente clara la prohibición que 
establece que no se puede ser funcionario público y Representante Nacional al mismo tiempo. 


Además, como hoy existen muchas formas de vinculación con el sector público, la Cámara debería aclarar 
para que la Administración actúe en cada uno de los casos como corresponde. 


Este es el espíritu que anima este proyecto de resolución. 


El señor Diputado Amarilla, por su condición de abogado y redactor del proyecto, seguramente, desarrollará 
los argumentos técnicos. 


SEÑOR AMARILLA.- No voy a profundizar en el análisis del articulado ni en la fundamentación 
porque considero que están bastante resumidos y claros. 


Creemos es necesario precisar algunos aspectos fundamentales en el análisis de la relación funcional de los 
Diputados con los Poderes del Estado, en cuanto a lo que establecen los artículos 122 y 91 de la Constitución. 
Se han planteado dudas con respecto a alguna situación que la doctrina analiza en relación a si reciben o no 
sueldo, si son o no remunerados. Esa excepción está autorizada solamente para los cargos docentes que 
pueden cumplir la función en forma honoraria. Por lo tanto, al plantearse esa excepción, entendemos que la 
regla se cumple para todas las demás. Independientemente de si recibimos o no sueldo, los legisladores no 
podríamos mantener ningún vínculo funcional con ningún organismo público. Esto no se debe a la 
prohibición de recibir dos sueldos del Estado, sino que, como fundamentan muchos autores, debe existir 
independencia de criterio a la hora de votar. 


Como decía el señor Diputado Trobo, muchos legisladores hemos sido funcionarios públicos. Yo fui 
funcionario del Ministerio de Transporte y Obras Públicas hasta el 14 de febrero de 2010. Si yo hubiese 
mantenido algún tipo de relación funcional con ese Ministerio, quizás, a la hora de votar, podría pesar algún 
interés, porque podría estar pensando en el 16 de febrero de 2016, cuando quizás yo dejaría de pertenecer a 
esta Cámara y retomaría mi vínculo con esa Cartera. Al cortarse ese vínculo por la renuncia más allá de la 


simple simpatía que podamos mantener con nuestro anterior lugar de trabajo, no va a existir ninguna 
motivación especial a la hora de votar ya sea la asignación de presupuesto, la atribución de funciones o la 
disposición de cargos. 


Presentamos este proyecto a efectos de darle alguna herramienta a la Mesa para instrumentar la resolución de 
una incompatibilidad que, a veces, se ajusta en los corrillos de la Cámara; no existe un instrumento 
administrativo como, por ejemplo, una declaración jurada a la hora de asumir para poder resolver la situación 
de manera más sencilla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el criterio que expresa el proyecto, quisiera saber qué ocurre 
con los docentes de Secundaria, ya que no se los nombra en el artículo 1”. 


SEÑOR AMARILLA.- En ese caso, entraríamos en la doctrina. La Constitución habla de la educación 
terciaria. En el numeral 2) del artículo 91 se expresa que "Esta disposición no rige para los que 
desempeñen cargos universitarios docentes o universitarios técnicos con funciones docentes; pero si el 
elegido opta por continuar desempeñándolos, será con carácter honorario por el tiempo que dure su 
mandato". Hay una análisis de esta disposición, que yo no recuerdo en este momento y tampoco fue 
recogido en el texto del proyecto; creo que es de los primeros años luego de la restauración 
democrática. 


En aquel momento, el profesor Carlos Julio Pereyra había analizado ese tema. Había doctrina que entendía 
que aunque el artículo se refiere a docentes universitarios, es extensivo a los que practican la docencia en los 
institutos de educación pública, entendiendo que el que puede más, puede menos. Si un docente universitario 
puede, en forma honoraria, seguir cumpliendo la función en una cátedra de tercer grado que, en definitiva, 
tiene una visibilidad más importante, mucho más lo puede hacer un docente de Secundaria que está en las 
mismas condiciones e, inclusive, tiene la ventaja de no tener tanta notoriedad como un docente de cátedra 
universitaria. 


No tengo acá los elementos necesarios para decirle quién escribió esa fundamentación, pero sé que existió, y 
creo que fue durante el primer período luego de la reapertura democrática. 


SEÑOR TROBO.- Señor Presidente: obviamente que su preocupación va dirigida a la forma de 
aplicación de esta resolución. 


Creo que acá estamos frente a un gran problema y algunos pequeños problemas. Uno de los pequeños 
problemas sería si la prohibición constitucional se aplica o no a los docentes de Secundaria. Pero no podemos 
eludir la responsabilidad de dictar una norma por la cual se sepa claramente que el funcionario público no 
puede ser Representante Nacional. Además, por la vía de la declaración jurada, el individuo confirma con su 
firma asume la responsabilidad y las consecuencias de hacer una declaración jurada falsa el hecho de que no 
mantiene una relación de dependencia con el Estado. 


La Cámara no tiene un mecanismo de pesquisa que le permita saber, de los doscientos mil o trescientos mil 
individuos que tienen relación de dependencia con el Estado, cuáles tienen la condición que les hace 
imposible acceder a la banca de Representante. O sea que esta norma crea el instrumento de la declaración 
jurada para hacer responsable al individuo por su situación, a fin de que la Cámara admita lo que debe 
admitir sin ninguna discusión ni más trámite: que la elección ciudadana y la proclamación por parte de la 
Corte Electoral dan al individuo la condición de Representante Nacional, y hasta que no haya otra elección o 
no la pierda por alguna de las vías que establece la Constitución, lo sigue siendo. Ahora; si es funcionario 
público, tiene que renunciar, y la única forma de constatar que renunció es bajo una declaración jurada. 


En cuanto a si esto es aplicable o no a los docentes de Secundaria, creo que, en todo caso, es una discusión 
que se deberá resolver por la vía de la interpretación de la Constitución. Pero me prevengo de que, por una 
circunstancia de duda respecto de algún caso, podría llegarse al extremo de no crear una situación que 
creemos necesaria para resolver este tema. Yo diría que, por lo menos, habría que buscar un mecanismo 
absolutamente transparente por el que se conozca la relación de dependencia de cualquiera de los 
Representantes que asumen su banca y es, precisamente, mediante la declaración jurada. 


De cualquier manera, yo no creo que este proyecto pueda resolver este tema; no lo resuelve. Esa es una 
cuestión de interpretación de la Constitución y ahí hay ámbitos, competencias; el Parlamento tiene algunas, la 
Suprema Corte de Justicia, otras. 


Recuerdo un debate muy intenso desarrollado en la Cámara en la segunda Legislatura después de la dictadura 
creo que en el año 1992 o 1993, del que participó el por entonces Diputado Palomeque, sobre el alcance de la 
disposición constitucional. Fue un debate importante, porque, precisamente, lo que se estaba discutiendo era 
esa cuestión. Pero en ese mismo momento había una innumerable cantidad de funcionarios públicos de Salud 
Pública y de otros organismos que renunciaban para ingresar. Y para comentarlo como antecedente y como 
historia, recuerdo también que hubo Representantes que asumieron manteniendo su cargo, por ejemplo, en 
Salud Pública, y al poco tiempo, renunciaron, porque se dieron cuenta de que no podían sostener esa 
situación bajo ningún concepto. 


SEÑOR AMARILLA.- Además, hay una fundamentación muy importante sobre la equiparación de los 
docentes de Secundaria con los universitarios y es la naturaleza propia del cargo. El docente no es un 
funcionario público común. El cargo de docencia implica el cumplimiento de horas-docente. El docente 
universitario o el de Secundaria, si no va a trabajar, no cobra el sueldo. Y si no elige horas durante un 
año, tampoco cobra el sueldo. No es una relación funcional como la que se da en la mayor parte de la 
Administración pública, sino que tienen un cargo docente que está directamente relacionado con la 
cantidad de horas que dictan clases. Además, la Constitución establece la obligatoriedad de que sean 
honorarios, pero lo cierto es que ambos cargos, a pesar de que uno depende de la Administración 
Nacional de Educación Pública, y el otro, de la Universidad de la República, tienen una naturaleza 
funcional similar en cuanto a la carga del cumplimiento de la labor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que nada, quiero decir que el fundamento a la pregunta que hice sería 
que estarían habilitados por analogía, no porque exista ninguna norma que expresamente los habilite. 


Mi ánimo no es debatir acá con ustedes sobre si el proyecto está bien o mal, pero podría decir que si vamos a 
tomar una resolución para resolver un problema, sería bueno que quedara establecido en el texto. 


(Diálogos) 


SEÑOR TROBO.- En cuanto a lo que dice la Constitución y el alcance que tiene, hay un instrumento 
que tiene el Poder Legislativo y es el de su interpretación. Eso está referido en el numeral 20 del 
artículo 85 de la Constitución. Perfectamente podría iniciarse desde la Cámara de Representantes un 
proyecto de ley de interpretación en el que se establezca que cuando la Constitución se refiere a ese 
tema, también se refiere a estos casos, por ejemplo. O sea que contamos con ese mecanismo, aunque 
presenta alguna dificultad. Seguramente, su proceso va a ser más lento que el que emprendería la 
Cámara para la mayoría de los casos, que no tienen discusión. De hecho, la historia señala que quienes 
han renunciado, lo hicieron porque vieron una prohibición en una norma que los obligaba. Y, además, 
en los casos en que se ha hecho renunciar, ha sido porque la Cámara ha visto que hay una norma que 
los obliga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No voy a dudar del conocimiento en materia de Derecho cuando tengo dos 
abogados adelante y yo solo soy licenciado en la universidad de la vida. Por lo tanto, no voy a 
polemizar. 


SEÑOR TROBO.- Mire que yo también soy licenciado en la universidad suya... 


(Diálogos.- Hilaridad) 


La pregunta que quiero hacer es la siguiente. ¿Esta exigencia existiría también para aquel que tiene que 
cumplir una suplencia por equis cantidad de días? 


SEÑOR AMARILLA.- Sí, por supuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongamos que alguien va a ingresar por ocho días a hacer una suplencia. 
¿Tiene que renunciar al cargo público? 


SEÑOR AMARILLA.- Ya desde el primer día que ingrese, su otro cargo es incompatible. 


SEÑOR TROBO.- En realidad, al ingresar firmaría una declaración jurada diciendo que no tiene 
ninguna relación de dependencia con el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, no la puede firmar y no puede ingresar. 


Quiero dar una opinión. Actualmente y en los Períodos pasados, tuvimos todas las situaciones en la Cámara 
Representantes. Está el caso de los que fueron obligados a renunciar, el de los que pidieron el cargo en 
reserva y no se les otorgó, por lo que tuvieron que renunciar, y el de aquellos a los que se les otorgó el cargo 
en reserva. Coincido con ese espíritu y acá quiero dejar en claro que estoy dando una opinión a título 
personal; no estoy comprometiendo al Espacio 609 ni al Frente Amplio y quiero señalar que vengo 
manejando el tema, por lo menos, en tres Legislaturas intentando resolverlo, porque estoy absolutamente 
convencido de que hay que uniformizar los criterios al respecto. 


El problema es que también se generaría una situación bastante particular al aplicar una resolución de aquí 
para adelante, porque lo primero que nos tendríamos que plantear es si habría que obligar a los noventa y 
nueve que están sentados ahí a firmar la declaración antes de seguir. No sé; eso no está planteado acá. Lo que 
aquí dice es que se debe firmar antes de ingresar. Entonces, como ellos ya ingresaron, si vamos a ajustarnos 
al texto, no tendrían que firmar esa declaración; firmarían los que vengan. 


También quiero decir para que quede constancia en la versión taquigráfica y porque hay legisladores que son 
nuevos, que en una oportunidad anterior, cuando fue analizado este tema, yo elaboré una propuesta en el 
sentido de que la Cámara nombrara una Comisión especial que tuviera como finalidad reglamentar esto lo 
que están intentando hacer ustedes ahora, en la que estarían representados todos los partidos. Me acuerdo que 
eso me supuso un costo bastante grande a nivel de la fuerza política que integro, pero logramos que esa 
Comisión especial tuviera ocho miembros: cuatro de la mayoría y cuatro de las minorías. Fíjense que no uso 
el término oposición, porque creo que es absolutamente incorrecto; hablo de minorías 


Lamentablemente, si bien la Comisión de Asuntos Internos aprobó la creación de ese ámbito, en el plenario 
no funcionó. Y no tengo ningún empacho en decir que tal vez la mayor responsabilidad fue del Frente 
Amplio, que ni siquiera nombró a sus integrantes, cosa que yo planteé varias veces. Pero cuando se tome una 
resolución de estas características también lo digo a título personal, vamos a tener que resolver otra cosa, es 
decir, en qué situación quedan los que adoptaron uno u otro criterio. 


Soy de los que piensan lo he estudiado, he discutido y me he informado, hemos hecho consultas a todo nivel 
que el artículo 91 de la Constitución solo se puede modificar cambiando la Constitución. Además, se señala 
que el artículo 85 puede interpretar al 91, pero yo le voy a decir al Diputado Trobo que lo puede interpretar 
en la medida en que no le cambie el objetivo. La interpretación constitucional no se puede hacer en la medida 
en que se cambie el objetivo de la norma. Inclusive, cuando se nombró esa Comisión, yo sostenía como 
posición para llevar a ese ámbito lo digo ahora, para que quede como un antecedente en la versión 
taquigráfica que se debía ser irrestrictos en el cumplimiento de que nadie podía ingresar si no renunciaba, 
pero eso tenía que ser completado con la posibilidad de una ley de reintegro que posibilitara que aquel que 
mañana se retirara, tuviera el derecho a reingresar a la Administración pública. 


Esa era la propuesta. Además, entiendo que es una incongruencia que se le exija a un legislador la renuncia a 
un cargo público para ingresar a Cámara, cuando eso no se exige a un Ministro, por ejemplo. Este puede ser 
funcionario público y Ministro, con mucho más poder y posibilidades de incursionar con las intenciones que 
el Diputado Amarilla argumentaba, que lo que puede suceder con un legislador, que es uno en noventa y 
nueve. 


Por consiguiente, creo que está bien; no tengo más nada que preguntar. Simplemente, tendremos que ver qué 
posición sostenemos después de informar a nuestras respectivas bancadas, como corresponde. 


SEÑOR TROBO.- Obviamente, yo comparto el criterio de que no se puede hacer decir a la 
Constitución lo que no dice. Lo que dije es que la única forma de que esta norma tenga alguna 
extensión o modificación es mediante la interpretación; no hay otra. Por eso, la respuesta a la 
preocupación sobre si cierta categoría de docentes ingresa o no, está dada por la Constitución. La 
Carta dice que no; solo los docentes universitarios. A partir de ahí, se desarrolla otro debate, que es si 
se puede interpretar o no de ese modo. 


Lo que estamos haciendo aquí tiene que ver con un procedimiento interno. Yo fui renunciante en 1990 y lo 
hice porque asumí responsablemente que iba a cumplir mi mandato en las condiciones que establecía la 
Constitución. 


No creo que debamos discutir cómo resolver las situaciones que se dieron, porque todos quienes asumen su 
condición de legislador son mayores de edad, conocen sus responsabilidades y saben los riesgos que corren si 
renuncian a un trabajo. Esa es la realidad. 


Lo que pasa es que es tan fuerte la realidad de quienes han cumplido con el mandato constitucional, que 
cuando todavía se discute si es posible o no que se den estas situaciones, lo mejor es establecer claramente la 
carga de la prueba en la pluma de quien asume la responsabilidad y declarar: "Yo no me encuentro incluido 
dentro de las incompatibilidades que establece la Constitución de la República". Y firmarlo. 

Además, creo que esto tendríamos que firmarlo todos los legisladores de esta Legislatura, porque si la 


prohibición constitucional existe, no reaccioné y se me pide que firme, entonces, tendré que actuar: 
reacciono, renuncio o hago una declaración jurada falsa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según tengo entendido, actualmente se exige la declaración jurada de no ser 
empleado público. 


SEÑOR TROBO.- Entonces, mejor que se exija por una resolución. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los señores Diputados Trobo y Amarilla. 


La Comisión analizará el proyecto. 


(Se retiran de Sala los señores Diputados Trobo y Amarilla) 
SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- No quise discutir el proyecto en presencia de los firmantes. 


En ese sentido, propongo que para la próxima sesión traigamos posición con respecto a esta iniciativa, para 
presentarla en el plenario, por unanimidad, o no. 


Creo que no podemos demorar más porque este proyecto fue presentado en noviembre de 2010 y 
prácticamente termina el año y no fue considerado. Como dijo el señor Presidente, este proyecto fue 
presentado hace un año, pero el problema tiene muchos más. 


Deberíamos decidir cuanto antes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, cada fuerza política analizará la iniciativa y en una próxima 
reunión la incluimos en el orden del día, la discutimos y se elaborarán los informes que correspondan 
para que decida el plenario definitivamente. 


Quiero aclarar que hice algunas puntualizaciones sobre el tema de fondo en función de las preguntas que 
formulé y no con el ánimo de debatir, porque entiendo que las Comisiones, cuando reciben delegaciones, 
deben limitarse a escuchar y no a debatir en presencia de los invitados. Esta es, precisamente, costumbre de 
algún legislador que ya no está. 


(Se suspende la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


